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Bienestar y 
asistencialismo:

Funciones  
del gasto público 
en Venezuela
Yolanda D´Elia* n el lanzamiento de modelos de po-

lítica social, Venezuela ha sido uno 
de los países pioneros, pero en 
cuanto a la creación de estructuras 
institucionales de bienestar es uno 
de los países más rezagados. En su 
versión clásica, las estructuras de 
bienestar están dirigidas a crear la 
mayor distancia posible entre la ca-
pacidad de pago o los riesgos y fra-
gilidades sociales de las familias, y 
la posibilidad de satisfacer necesi-
dades fundamentales para la vida 
humana. Los sistemas de protec-
ción asociados al bienestar reducen 
la dependencia de la renta familiar, 
la trayectoria laboral o la posición 
económica o social, para tener ac-
ceso a los medios que permitan rea-
lizar una vida digna y satisfactoria. 
En su versión más moderna, las es-
tructuras de bienestar han ido am-
pliándose en el marco de acuerdos 

mundiales y regionales donde los 
derechos sociales reciben el mismo 
tratamiento de incondicionalidad, 
progresividad y exigibilidad que ca-
racteriza a los derechos humanos. 
En estos acuerdos, los estados de-
ben garantizar sistemas permanen-
tes de protección social a todas las 
personas, así como impedir o abs-
tenerse de cualquier tipo de discri-
minación en lo que se refiere a su 
disponibilidad, acceso y calidad de 
prestación1. 

La mayoría de los venezolanos 
no cuenta con seguridad de medios 
de vida ni con garantías públicas 
de acceso a bienes y servicios para 
satisfacer derechos sociales tan fun-
damentales como la alimentación, 
la salud, la educación y la vivienda. 
En menor medida para el derecho 
a la educación, los gastos que per-
mitirían cubrir los demás derechos 
recaen en las propias familias. Las 
dificultades que al respecto deben 
confrontar los venezolanos, se ob-
serva en los considerables déficits 
de cobertura que presentan los sis-
temas de protección social. El con-
junto de estos déficits produce una 
espiral de des-bienestar que se re-
produce generacionalmente. A me-
dida que la población crece, los dé-
ficits se hacen mayores, la posibili-
dad de superarlos es cada vez más 
distante y las personas van perdien-
do años potenciales de vida. El he-
cho que Venezuela sea un país con 
un ingreso petrolero en ascenso y 
un gasto fiscal cada vez mayor, no 
significa automáticamente mejores 
condiciones de bienestar ni tampo-
co que se estén haciendo los esfuer-
zos necesarios para que realmente 
existan. 

SO
LID

AR
IDA

D S
OC

IAL

524	 SIC 700 / DICIEMBRE 2007



El gasto social público y 
 la inversión en bienestar

A lo largo de la historia democrá-
tica del país el gasto social público 
ha sido constante, incluso en perío-
dos de fuertes restricciones fiscales, 
y su patrón de comportamiento no 
guarda relación con el que ha tenido 
la economía venezolana. En perío-
dos de recesión económica, el gasto 
no ha caído en la misma proporción 
que el producto interno bruto. A pe-
sar de su constancia, el gasto social 
público ordinario ha sido tradicio-
nalmente deficitario para alcanzar 
coberturas universales de protección 
social y su distribución es acentua-
damente inequitativa. Por otra par-
te, lo que el gasto social público re-
porta a los ciudadanos venezolanos 
en términos de bienestar es muy in-
ferior a lo que otros ciudadanos la-
tinoamericanos obtienen, con me-
nores disponibilidades de recursos 
fiscales. Este gasto, de características 
constantes, se destina fundamental-
mente al pago de personal, mientras 
que la infraestructura, el equipa-
miento, la dotación y el manteni-
miento de las estructuras, absorbe 
solamente una pequeña porción. 

En forma separada del gasto or-
dinario, opera otro tipo de gasto 
que tiene características expansivas, 
pero no constantes. Estos gastos 
han acompañado medidas sociales 
de carácter extraordinario utiliza-
das para resistir severas dificultades 
de gobernabilidad. En los años 
1991-1992, el presidente Carlos 
Andrés Pérez expandió el gasto con 
el Programa de Lucha contra la Po-
breza, después de los eventos de El 
Caracazo. Este gasto contó con el 
auxilio de préstamos provenientes 
de la banca multilateral. En los 
años 2003-2004, el presidente 
Hugo Chávez lanzó las misiones 
sociales después de una serie de gra-
ves conflictos internos y de cara a 
ganar el primer Referendo Revoca-
torio del mandato presidencial, 
convocado por sectores de la opo-
sición. 

Entre los años 2005 y 2007, el 
gasto social constante llegó a los 
niveles más altos de la historia del 
presupuesto público venezolano. 
Una parte de este presupuesto, del 
cual no se conocen cifras exactas, 
se destinó a los programas sociales 
implementados por las misiones en 

las áreas de educación, alimenta-
ción, salud y economía social. En 
lo que se refiere a los programas de 
la Misión Barrio Adentro, por 
ejemplo, el Ministerio de Salud des-
tinó un 25% de su presupuesto du-
rante los últimos años (OPS 20072). 
Sin embargo, hasta ahora el mayor 
gasto de estos programas se ha des-
tinado al pago de personal extran-
jero y nacional, y a la asignación de 
becas o ayudas a personal volunta-
rio de las comunidades o a estu-
diantes de las misiones educativas 
y económicas, lo cual hace que se 
repita el mismo patrón del presu-
puesto ordinario: alto gasto co-
rriente y baja inversión. 

Igualmente, el gasto social ex-
pansivo ha permanecido más tiem-
po que en anteriores oportunida-
des, no obstante, sigue presentando 
características variables, donde las 
alzas coinciden con momentos po-
líticos difíciles del gobierno actual. 
La facilidad con la que es posible 
mantener el gasto expansivo se debe 
a que el gobierno nacional ha hecho 
uso intensivo de los excedentes de 
los ingresos petroleros para finan-
ciar este gasto, colocándolos en fon-
dos sobre los cuales no tienen con-
trol los organismos públicos encar-
gados de la función social3. Toman-
do nuevamente el ejemplo de la 
Misión Barrio Adentro, el gasto ex-
traordinario asignado a esta misión 
llegó a superar dos veces el total del 
gasto ordinario del Ministerio de 
Salud (OPS 2007) y, aún así, la mi-
sión no ha logrado cubrir los défi-
cits existentes en materia de infra-
estructura y en lo que se refiere a la 
disponibilidad de servicios para 
atender las necesidades de salud. 
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El círculo de des-bienestar

Cerca del 80%
de las personas

mayores no cuentan
con una pensión

Los jóvenes continúan desertando
del sistema educativo antes de
terminar la educación básica, el

embarazo adolescente sigue
teniendo elevados índices de

incidencia  en el país, con impacto
en la mortalidad materna;

además son los jóvenes las
principales víctimas de los altos
índices de violencia (el 80% de

los fallecidos por esta causa
tienen entre 15 y 19 años)

El 65% del gasto total en salud
es pagado por las familias, cerca
del 40% de las familias tienen

una persona con alguna
discapacidad crónica y los centros
de salud que financia el Estado

continúan estando fuera del
alcance de la población

El déficit de vivienda alcanza al
80% de la demanda y en las

ciudades el 60% de las personas
habitan en viviendas precarias

70% de las familias  no cuenta
con un sistema de seguridad

social para afrontar el desempleo
o el retiro temporal por problemas

de salud

Más del 50% de la población en
edad de trabajar no tiene un

empleo estable y los salarios son
cada vez más precarios
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La función selectiva y política 
del gasto social público

En lugar de sistemas universales 
y equitativos de bienestar, por me-
dio del gasto público el Estado ve-
nezolano ha construido un sistema 
selectivo de control político, razón 
por la cual se le ha calificado por 
muchos años como un Estado be-
nefactor o asistencialista, en vez de 
un Estado de bienestar. El asisten-
cialismo, como bien lo define Au-
yero (19994): “…es un tipo de prác-
tica política donde se establece una 
relación asimétrica fundada en la 
sumisión y la dominación por me-
dio de lazos de dependencia y des-
igualdades en la distribución del 
poder”. Contrariamente al bienes-
tar, el asistencialismo aumenta la 
dependencia de las familias del Es-
tado y debilita la democracia: “…la 
falta de bienestar favorece: i) la 
coaptación de voluntades por efec-
to de procesos de desintegración 
social; ii) el respaldo a métodos y 
prácticas autoritarias por efecto de 
las asimetrías de poder; y iii) la con-
centración de poderes absolutos por 
efecto de la ausencia o el desmon-
taje de la institucionalidad pública” 
(Cabezas y D´Elia 20075). En con-
secuencia, el des-bienestar de la po-
blación venezolana la hace más vul-
nerable a procesos de exclusión y 
discriminación social y política. 

Mientras menos institucionali-
zado sea el bienestar más selectiva 
y discrecional será la asignación del 
gasto. Las prácticas clientelares y 
centralizadoras del poder, son con-
trarias a las políticas de bienestar. 
Es por ello que estas prácticas tien-
den a preferir medidas o mecanis-
mos extra-institucionales sobre los 
cuales es posible ejercer mayor con-
trol político, antes que establecer 
estructuras universales de protec-
ción, transferencia y redistribución 
de los recursos que se convierten en 
derechos de la población, no con-
fiscables ni fácilmente manipulados 
por el favoritismo. Las políticas de 
bienestar, en cambio, contribuyen 
a la protección de libertades y de-
rechos ciudadanos, así como a la 
estabilidad democrática y econó-
mica. Estas políticas transfieren a 
los ciudadanos poder sobre lo pú-
blico, fortalecen procesos de inte-
gración social y demandan agendas 

compartidas entre sectores de la so-
ciedad, generan condiciones de 
igualdad para participar en los be-
neficios sociales e impactan positi-
vamente en la reducción de las des-
igualdades. 

A ello obedece que la inclusión 
social y el control ciudadano sobre 
las estructuras del Estado, hayan 
sido los principales temas de la agen-
da ciudadana durante las últimas 
dos décadas en Venezuela y, de he-
cho, fueron precisamente estos te-
mas el centro del debate constitu-
yente en el año 1999. En ese enton-
ces, la Constitución de 1999 apro-
bada logró articular las aspiraciones 
de inclusión y participación ciuda-
dana con las tendencias centralistas 
y patrimonialistas6 del Estado vene-
zolano, fenómenos muy asociados 
al control de la renta petrolera como 
principal dinamizador de la socie-
dad venezolana. Las contradicciones 
y tensiones dentro de las prácticas 
de gobierno (D´Elia, Lacruz y Main-
gon 20047) y el marco de confron-
tación y polarización política esti-
mulado por los mismos entes del 
Estado, quebraron la posibilidad de 
llevar a la práctica sus postulados. 

Con menos democracia,  
habrá menos bienestar
Después de las elecciones de di-

ciembre de 2006, el nuevamente 
electo Presidente de la República 
anunció una nueva etapa de gobier-
no, dirigido a la instauración de una 
“democracia socialista”, en contra-
posición a los postulados de la “de-
mocracia liberal y burguesa”. Ello 
significaba, como bien se explicó al 
país, modificar la Constitución de 
1999 y las leyes vigentes. Dicho esto, 
casi inmediatamente después de la 
toma de posesión, el Presidente de-
signó una Comisión Presidencial 
para la Reforma de la Constitución 
de 1999, y le fueron conferidos por 
la Asamblea Nacional poderes ex-
traordinarios para dictar decretos 
con rango y fuerza de ley, que per-
mitieran adaptar el marco legal a los 
contenidos del nuevo texto de Cons-
titución, una vez éste sea aprobado 
por referendo.

De acuerdo con lo dicho por el 
Presidente y expresado en forma 
escrita dentro de la propuesta de 

reforma constitucional, en el Esta-
do socialista debe ir desapareciendo 
la estructura burocrática y federal 
del Estado, para dar paso a figuras 
de poder popular que se constitu-
yen y deciden por vía asamblearia8, 
y las cuales operan bajo el coman-
do de una estructura supra-institu-
cional unificada y centralizada que 
designa el propio Presidente. En 
este nuevo cuadro, la estructura 
central del Estado asume las fun-
ciones de planificación social y eco-
nómica, y aprueba los proyectos 
canalizados a través de las instan-
cias de poder popular. 

En la transición hacia el Estado 
socialista, las misiones se formali-
zan como el brazo asistencial del 
gobierno para operar programas 
fuera de las estructuras burocráticas 
tradicionales: “…Las categorías de 
administraciones públicas son: las 
administraciones públicas burocrá-
ticas o tradicionales, que son las 
que atienden a las estructuras pre-
vistas y reguladas en esta constitu-
ción y las leyes; y las “misiones” 
(…) creadas para atender a la satis-
facción de las más sentidas y urgen-
tes necesidades de la población, 
cuya prestación exige de la aplica-
ción de sistemas excepcionales, e 
incluso experimentales, los cuales 
serán establecidos por el Poder Eje-
cutivo mediante reglamentos orga-
nizativos y funcionales”9. Asimis-
mo, se crea un Fondo de Estabili-
dad Social para Trabajadores y Tra-
bajadoras por Cuenta Propia, que 
aparece en forma extemporánea a 
los procesos de reforma que debían 
llevarse a cabo desde la aprobación 
de la Constitución de 1999, donde 
se ordenaba la creación de un siste-
ma de seguridad social universal y 
de carácter público, hasta hoy no 
implementado. 

La propuesta de reforma, tal 
como está planteada, está dirigida 
a cambiar el ordenamiento demo-
crático legalmente vigente, por un 
autoritarismo de Estado al cual de-
berán estar sometidas tanto las ins-
tituciones públicas como la volun-
tad de los ciudadanos. Es indudable 
que un Estado con las característi-
cas planteadas requiere mayor ca-
pacidad de control sobre los recur-
sos e instrumentos institucionales 
de los cuales dispone la sociedad 
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venezolana, a fin de bajar las ten-
siones y neutralizar las resistencias 
a procesos de restricción de liber-
tades, derechos y participación ciu-
dadana. En este proceso de transi-
ción y visto cómo se ha acentuado 
la función selectiva del gasto para 
fines de control político, es espera-
ble una mayor expansión del gasto 
público en el corto y mediano pla-
zo, no solamente hacia lo interno 
del país, sino también hacia el ex-
terior. En esta expansión, seguirán 
ganando las modalidades asisten-
cialistas a expensas del crecimiento 
de los déficits de des-bienestar, de-
bilitando la estabilidad social y eco-
nómica, así como las bases de ins-
titucionalidad democrática. 

* Directora Ejecutiva de Convite A.C.            
E-mail: convite.direcciongeneral gmail.com; 
www.convite.org.ve 

1	 La discriminación se define como: “toda distinción, 

exclusión, restricción o preferencia que se basen 

en determinados motivos, como la raza, el color, el 

sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de 

otra índole, el origen nacional o social, la posición 

económica, el nacimiento o cualquier otra condición 

social, y que tengan por objeto o por resultado anular 

o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en 

condiciones de igualdad, de los derechos humanos 

y libertades fundamentales de todas las personas”. 

Observación General Nº 18 del Comité de Derechos 

Humanos del Sistema de las Naciones Unidas.

2	 OPS (2007): Barrio Adentro: Derecho a la Salud e 

Inclusión Social en Venezuela. Caracas. 

3	 Los más importantes son: el Fondo para el Desa-

rrollo Económico y Social del País (FONDESPA) con 

una asignación de 2.000 millones de dólares ame-

ricanos anuales y el Fondo de Desarrollo Nacional 

(FONDEN) con una asignación de 6.000 millones de 

dólares americanos.

4	 Citado por Lacruz Tito (2006): “Balance sociopolíti-

co: una ciudadanía social inacabada”. En: Maingon, 

Thais (2006): Balance y Perspectivas de la Política 

Social en Venezuela. ILDIS. Caracas, 2006.

5	 Cabezas y D´Elia (2007): Democracia y bienestar: 

aportes del bienestar al fortalecimiento de la institu-

cionalidad democrática. ILDIS. Caracas.

6	 El patrimonialismo se entiende como una tendencia 

a monopolizar en el Estado las oportunidades, 

los recursos e incluso las aspiraciones sociales y 

económicas de los venezolanos.

7	 D´Elia, Lacruz y Maingon (2004): Aspectos críticos 

de la política social actual. Informe Social Nº4 del 

ILDIS. Caracas.

8	 Artículo 137 de la propuesta presidencial de Re-

forma Constitucional: “El pueblo es el despositario 

de la soberanía y la ejerce directamente a través 

del Poder Popular. Este no nace del sufragio ni de 

elección alguna, sino que nace de la condición de 

los grupos humanos organizados como base de la 

población. El Poder Popular se expresa constituyen-

do las comunidades, las comunas y el autogobierno 

de las ciudades, a través de los consejos comuna-

les, los consejos obreros, los consejos campesinos, 

los consejos estudiantiles y otros entes que señale 

la ley”

9	 Artículo 141 de la Propuesta Presidencial de Refor-

ma Constitucional.
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